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Proceso

Ordinario Laboral – Modifica sentencia que accedió a las pretensiones

Radicación Nro.
66001-31-05-001-2015-00344-01

Demandante:

Javier Antonio Londoño
Demandado:

Colpensiones

Magistrado Ponente:    Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Primero Laboral del Circuito
Tema:


COMPATIBILIDAD PENSIONAL. La Sala de Casación Laboral en sentencias de 1º de diciembre de 2009 radicación Nº 33.558, 23 de febrero de 2010 radicación Nº 33.265, 22 de febrero de 2011 radicación Nº 34.820 y más recientemente en providencia de 13 de febrero de 2013 radicación 40.560 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno dejó sentado que es posible otorgar dos pensiones en cabeza de una misma persona, cuando éstas, habiendo tenido fuentes de financiación independientes, se hayan generado a partir de eventos completamente diferentes que traen como consecuencia el cubrimiento de dos riesgos totalmente distintos; como en el caso de la pensión de invalidez de origen profesional y la pensión de vejez, dado que la primera protege riesgos propios de la actividad laboral y la segunda cubre una contingencia común, las cuales implican una cotización separada a la Seguridad Social y adicionalmente poseen una reglamentación diferente.

De la misma manera expresó que no resulta válido que el pensionado deba renunciar a la pensión que viene percibiendo para poder disfrutar de la segunda y mucho menos resulta válido que una de ellas, por ejemplo la de invalidez de origen profesional mute en la pensión de vejez, pues como ya se afirmó, se trata de prestaciones que amparan riesgos diferentes.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintinueve de marzo de dos mil diecisiete, siendo la una y cuarenta y cinco minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 27 de enero de 2017, dentro del proceso que promueve JAVIER ANTONIO LONDOÑO contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2015-00344-01 y la apelación que contra la misma decisión formuló el actor.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Javier Antonio Londoño que la justicia laboral declare: i) Que es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y que cumple los requisitos establecidos en el Acuerdo 049 de 1990 para acceder a la pensión de vejez, y ii) Que esa prestación económica es compatible con la pensión de invalidez de origen profesional que viene disfrutando.

Con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a que reconozca y pague la pensión de vejez a partir del 21 de mayo de 2013, los intereses moratorios establecidos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Fundamenta sus aspiraciones en que nació el 21 de mayo de 1953; que mediante Resolución No 003944 de 1994, el Instituto de Seguros Sociales le reconoció la pensión de invalidez de origen profesional; que al arribar a la edad de 60 años, solicitó a Colpensiones la pensión de vejez la cual fue negada por medio de acto administrativo  No GNR 22093 de  2015, al considerar la incompatibilidad de la pensión que disfruta y la que ahora reclama toda vez que se derivan del mismo riesgo; que el día 18 de febrero de 2015, solicitó corrección de su historia laboral, petición que no ha sido atendida hasta la fecha.

Informó también que mediante certificado adiado 26 de junio de 2015, Colpensiones informó que no recibe pensión alguna por cargo de esa entidad y a su vez, Positiva Cía de Seguros S.A. hizo constar en el día 30 de junio de 2015 que recibe una pensión de invalidez por cuenta de esa entidad. 

Al contestar la demanda –fls.56 a 61- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó los hechos relacionados con el contenido de las Resoluciones Nos 00399 de 1994 y GNR 22093 de 2015, la terminación del vínculo laboral del actor con Concretos Premezclados S.A.; examen laboral de retiro realizado por la Cía de Seguros Bolívar; la solicitud de corrección de historia laboral y las certificaciones expedidas por Colpensiones y Positiva Cía de Seguros S.A. para aclarar que se encuentra pensionado sólo por ésta última entidad. Frente a los demás hechos manifestó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demanda”, “Prescripción” y “Genéricas”.
En sentencia de 27 de enero de 2017, la funcionaria de primer grado con base en las pruebas allegadas determinó que el señor Javier Antonio Londoño es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, pues para el 1º de abril de 1994 tenía cumplidos 40 años de edad y a 29 de julio de 2005 tenía cotizadas más de 1234 semanas al Sistema General de Pensiones, siéndole aplicable el régimen pensional previsto en el Acuerdo 049 de 1990. 
Posteriormente determinó que el accionante llena los requisitos establecidos en ese cuerpo normativo para acceder a la pensión de vejez, por cuanto cumplió los 60 años de edad el 21 de mayo 2013 y a dicha calenda acredita 1.249 semanas de cotización; por lo que tiene derecho a disfrutar la prestación económica desde el 12 de agosto de 2013 en cuantía equivalente a $2.216.686 y por 13 mesadas anuales, condenando en consecuencia a Colpensiones a reconocer y pagar un retroactivo pensional que arriba a la suma de $107.133.505 entre el 12 de agosto de 2013 y el 27 de enero de 2017, del cual autorizó descontar los aportes en salud correspondientes. Igualmente condenó a dicha entidad a reconocer y pagar los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 desde el 13 de diciembre de 2013 y hasta que se verifique el pago total de la obligación.
Frente a los argumentos defensivos de Colpensiones, señaló que la pensión de vejez reconocida y la pensión de invalidez de origen profesional que viene disfrutando el actor desde el año 1994, no son incompatibles, pues ha sido pacifica la jurisprudencia nacional y local en manifestar que este tipo de prestaciones no se excluyen, en la medida en que se ocasionan a partir de eventos completamente diferentes y están financiadas independientemente.

La parte actora interpuso recurso de apelación contra la anterior decisión, pero únicamente en relación con la tasa de reemplazo establecida por el Juzgado y el número de semanas reconocido por Colpensiones, pues estima que el monto real, conforme da cuenta el expediente,  corresponde a 1.250 semanas para una tasa de remplazo de 90%.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Es beneficiario el señor Javier Antonio Londoño del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993? 

¿Tiene derecho el actor a la pensión de vejez que reclama?

¿Resulta compatible la pensión de invalidez de origen profesional y la de vejez que reclama el accionante?

¿Habría lugar a condenar a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. COMPATIBILIDAD PENSIONAL

La Sala de Casación Laboral en sentencias de 1º de diciembre de 2009 radicación Nº 33.558, 23 de febrero de 2010 radicación Nº 33.265, 22 de febrero de 2011 radicación Nº 34.820, 13 de febrero de 2013 radicación 40.560 y más recientemente en providencia de 12 de marzo de 2014 radicación 41.547 con ponencia del Magistrado Luis Gabriel Miranda Buelvas dejó sentado que es posible otorgar dos pensiones en cabeza de una misma persona, cuando éstas, habiendo tenido fuentes de financiación independientes, se hayan generado a partir de eventos completamente autónomos que ocasionan el cubrimiento de dos riesgos totalmente distintos; como ocurre en el caso de la pensión de invalidez de origen profesional y la pensión de vejez, dado que la primera protege riesgos propios de la actividad laboral y la segunda cubre una contingencia basada en la edad, ambas prestaciones soportadas en cotizaciones diferentes y en subsistemas independientes con reglamentaciones propias.

De la misma manera expresó que no resulta cierto que el pensionado deba renunciar a la pensión que viene percibiendo para poder disfrutar de la segunda y mucho menos resulta válido que una de ellas, por ejemplo la de invalidez de origen profesional mute en la pensión de vejez, pues como ya se afirmó, se trata de prestaciones que amparan riesgos diferentes.

EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión que el señor Javier Antonio Londoño nació el 21 de mayo de 1953, pues de ello da fe el registro civil de nacimiento visible a folio 88, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con 41 años de edad, siendo beneficiario en principio del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.

Como los 60 años de edad los cumplió el 21 de mayo de 1953, de conformidad con lo establecido en el Acto Legislativo 01 de 2005, para continuar gozando del régimen de transición entre el 1º de agosto de 2010 y el 31 de diciembre de 2014 le correspondía acreditar que a 29 de julio de 2005 tenía cotizadas por lo menos 750 semanas cotizadas y según la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.115 a 119- para dicha calenda el actor contaba con 1.249.90 semanas de cotización al Sistema General de Pensiones, por lo que podía continuar beneficiándose del mencionado régimen transicional hasta el año 2014.

Aclarado lo anterior, se tiene que el señor Javier Antonio Londoño prestó sus servicios en toda su vida laboral en el sector privado, como consta en la historia laboral válida para prestaciones económicas –fls. 35 a 42-, por lo que el régimen pensional al que se encontraba afiliado antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, era el previsto en el Acuerdo 049 de 1990 que exige tener cumplidos 60 años de edad en el caso de los hombres y acreditar 500 semanas de cotización en los últimos 20 años anteriores a esa fecha o 1000 semanas en cualquier tiempo.
El accionante cumplió los 60 años de edad el 21 de mayo de 2013 y para ese momento tenía cotizadas un total de 1249 semanas, según la historia laboral aportada por Colpensiones, las cuales resultaban más que suficientes para acceder a la pensión de vejez que reclama.

Ahora bien, como la Administradora Colombiana de Pensiones se opuso al reconocimiento de la pensión de vejez, por considerar que ésta resulta incompatible con la pensión de invalidez de origen profesional que viene disfrutando el señor Londoño, tal y como se desprende de la resolución Nº 003944 de 30 de septiembre de 1994, aportada por el actor en su demanda, basta señalar que de conformidad con lo expresado en las consideraciones, la Sala de Casación Laboral ha venido sosteniendo desde la sentencia de 1º de diciembre de 2009 radicación Nº 33.558, que este tipo de prestaciones económicas son totalmente compatibles, bajo el entendido que tienen fuentes de financiación independientes y se generan a partir de eventos completamente distintos, que traen como consecuencia el cubrimiento de dos riesgos totalmente diferentes; por lo que efectivamente el actor tiene derecho a disfrutar, tanto de la pensión de invalidez de origen profesional, como de la pensión de vejez que se reconoce en éste ordinario laboral; como correctamente lo estableció la funcionaria de primer grado.

En cuanto al disfrute de la pensión de vejez, se deben considerar los siguientes aspectos: i) Él cumplió los 60 años de edad el 21 de mayo de 2013, ii) La última cotización al Sistema General de Pensiones la realizó el ciclo de diciembre de 1998, como se ve en la historia laboral aportada por Colpensiones y iii) Elevó la solicitud de reconocimiento pensional ante la entidad demandada el 12 de agosto de 2013, como consta se observa en la constancia de recibido del formato diligenciado por el actor para tales efectos –fl.98-.
De acuerdo con lo señalado, tiene derecho el accionante a disfrutar la prestación económica a partir del 21 de mayo de 2013 y no desde el 12 de agosto de 2013 como lo determinó la a quo, si en consideración se tiene que el actor solo tardo 2 meses y 21 días para hacer expresa su voluntad ante Colpensiones de que se le reconociera la pensión, pues los requisitos mínimos para acceder a ella los tenía reunidos al cumplimiento de los 60 años de edad; no obstante, como ello no fue objeto de recurso por parte del promotor de la litis, se mantiene la fecha establecida por la a quo en virtud al principio de la no reformatio in pejus.
Ahora bien, para proceder a establecer el monto de la mesada pensional, es necesario resolver lo que es materia de inconformidad del actor, pues aun cuando las 1249.90 semanas registrados a su nombre en la historia laboral aportada por Colpensiones, han permitido con suficiencia reconocerle como beneficiario del régimen de transición y otorgarle la prestación que reclama, no ocurre lo mismo respecto al IBL y la tasa de remplazo, necesarios para establecer el valor a percibir, toda vez que, en este caso particular, una semana más puede aumentar el segundo de los factores citados.

Ciertamente, le asiste razón al demandante en indicar que del análisis de las pruebas aportadas al plenario se extrae que el actor cotizó un total de 1250 semanas, lo que permite tener como tasa de remplazo el 90% según lo previsto por el parágrafo 2º del artículo 20 del Acuerdo 049 de 1990.

Lo anterior es así, por cuanto obra en el proceso copia del contrato de trabajo suscrito entre el demandante y Premezclados S.A. donde se indica que el inició de labores fue el 1º de febrero de 1983 –fl 18- y  la terminación del vínculo el 9 de diciembre de 1998, hecho este último que fue aceptado por Colpensiones al momento de dar respuesta a la demanda.
No obstante, Colpensiones en el detalle de pagos visible a folio 116 del expediente, explica que a pesar de que este empleador cotizó oportunamente los ciclos de noviembre y diciembre de 1998, 44 de los 60 días reportados, fueron imputados a los ciclos de marzo y abril de ese año, reportando “Deuda presunta”, lo que indica que tal periodo debe ser sumado al total de semanas reportadas, pues es bien sabido y así lo ha considerado la Sala de Casación Laboral, que la mora del empleador no puede afectar al afiliado, pues es obligación de las AFP perseguir la satisfacción de la deuda que aquél tenga para con el sistema.
En el anterior orden de ideas, sumadas las 6.28 semanas que corresponden a los 44 imputados a otros periodo, a las 1.249.90 reconocidas por Colpensiones, se obtiene un total de 1.256.18 semanas; no obstante como el actor reclama sólo el reconocimiento de 1250, tal guarismo será el tenido en cuenta para permitir elevar la tasa de remplazo de 87%  a 90%.

El anterior análisis permitiría también, liquidar el IBL de conformidad con lo previsto por el último inciso del artículo 21 de la Ley 100 de 1993, esto es con el promedio de lo devengado en toda la vida laboral, por haber alcanzado un total de 1.250 semanas; sin embargo, como ningún reproche al respecto presentó el demandante, se procederá a calcular este factor con los salarios de los 10 últimos años de cotización, conforme la siguiente tabla,  la cual hará parte integrante del acta que como constancia de esta diligencia se levante, como anexo No i.
Así las cosas, el IBL que corresponde al presente asunto, es igual a $2.549.269 y no la suma de $2.547.915 reconocida en primera instancia; no obstante, como tal monto no fue cuestionado por el actor al momento de interponer el recurso, el mismo se mantendrá para efectos de liquidar la mesada pensional, que en esta caso alcanza el valor de $2.293.123, a serle aplicada una tasa de remplazo del orden de 90%.
El retroactivo pensional, teniendo en cuenta 13 mesadas anuales, de acuerdo con lo establecidos por el Acto Legislativo 01 de 2005, liquidado desde el 12 de agosto de 2013 hasta el 28 de febrero del año 2017, dando cumplimiento a lo previsto en el artículo 283 del C.G.P, es igual a $113.837.319 según la tabla que se pone de presente a los asistente y se integrará el acta que se levante con ocasión de esta audiencia, como anexo II; advirtiendo que ninguna de las mesadas pensionales se encuentra cobijada por el fenómeno de la prescripción, dado que la reclamación administrativa fue presentada el 12 de agosto de 2013 y esta acción se inició el 2 de julio de 2015 –fl.16-. De dicho monto, deberá Colpensiones descontar el aporte en salud que corresponda.
En cuanto a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, si bien la Sala de Casación Laboral a partir de sentencia de 13 de junio de 2012 con radicación Nº 46.786 y reiterada en las sentencias SL 704 de 2 de octubre de 2013 radicación Nº 44.454 y más recientemente en la SL 7893 de 10 de junio de 2015 radicación Nº 41.209, ha señalado que cuando la negativa a reconocer la pensión obedezca al estricto cumplimiento de la Ley no hay lugar a reconocerlos, lo cierto es que en este caso la negativa de Colpensiones no obedeció al estricto cumplimiento de la Ley, pues si bien dijo aplicar lo previsto en el literal j) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 2º de la Ley 797 de 2003, no tuvo en cuenta, como se dijo líneas atrás, que la Sala de Casación Laboral tiene sentado desde sentencia de 1º de diciembre de 2009 cuál es el cabal entendimiento de esa disposición que permite la compatibilidad entre la pensión de vejez y la pensión de invalidez de origen profesional, por lo que no resulta dable que después de cinco años, esto es, el 31 de enero de 2015 continúe negando la pensión de vejez con base en ese argumento. De allí que tiene derecho el actor a que se le reconozcan y paguen los mencionados intereses, pero desde el 13 de febrero de 2014 y no desde el 12 de diciembre de 2013, como lo determinó la juez de primer grado, dado que la entidad demandada tenía el término improrrogable de seis meses para reconocer y empezar a pagar la prestación contados desde el 12 de agosto de 2013, sin que así lo hubiere hecho. 
En el anterior orden de ideas, se modificarán los ordinales cuarto, quinto y sexto de la sentencia que por consulta se ha conocido.

Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales CUARTO, QUINTO y SEXTO de la sentencia proferida el 27 de enero de 2017, los cuales quedarán así:
“CUARTO. DECLARAR que el señor JAVIER ANTONIO LONDOÑO tiene derecho al reconocimiento y pago de la pensión de vejez por parte de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –COLPENSIONES-, de manera efectiva desde el 12 de agosto de 2013, en cuantía de $2.293.123, la cual deberá ser incrementada anualmente a partir del año 2014, conforme a las disposiciones del Gobierno Nacional, con derecho a 13 mesadas pensionales al año.

QUINTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –COLPENSIONES- que proceda a efectuar el reconocimiento y pago a favor del señor JAVIER ANTONIO LONDOÑO de la pensión de vejez en la forma indicada y el retroactivo pensional, correspondiente a las mesadas pensionales causadas a partir del 12 de agosto de 2013 y hasta que se haga la inclusión en nómina lo que al 28 de febrero de 2017, asciende a la suma de $113.837.319.
SEXTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –COLPENSIONES- a pagarle al actor los intereses de mora de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 sobre cada una de las mesadas causadas, a partir del 12 de febrero de 2014 y hasta que el pago se verifique, lo que se liquidarán a la tasa máxima legal vigente al momento de efectuarse el respectivo pago.”.
SEGUNDO. CONFIRMAR la sentencia aquí estudiada en todo lo demás.

Costas en esta instancia no se causaron.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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